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Juicio de Amparo 1253/2026-III-B.
En Pachuca de Soto, Hidalgo, veintidós de julio de dos mil veintiséis, . Conste.

Pachuca de Soto, Hidalgo, veintidós de julio de dos mil veintiséis.

CERTIFICACIÓN
El licenciado Gustavo López Maldonado, Secretario del Juzgado 

Cuarto de Distrito en el Estado de Hidalgo, con residencia en Pachuca de 
Soto, en términos de lo que establece el artículo 115 de la Ley de Amparo, 
en su texto vigente, bajo mi más estricta responsabilidad hago constar: Que 
el juicio de amparo ***************, se encuentra debidamente integrado. 
Lo anterior, pues obra en autos el informe justificado de la autoridad 
responsable y la notificación al agente del Ministerio Público de la 
adscripción. Además, no existe recurso alguno pendiente de resolver. 

Por lo tanto, es procedente celebrar la audiencia constitucional señalada 
para esta data y proceder a su resolución. Lo que se asienta en veintidós 
de julio de dos mil veintiséis. Doy fe.

El secretario del Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado de Hidalgo.
Lic. Gustavo López Maldonado.

(Firma electrónica) 

AUDIENCIA CONSTITUCIONAL.

En Pachuca de Soto, Estado de Hidalgo, a las TRECE HORAS CON 
CUARENTA MINUTOS DEL VEINTIDÓS DE JULIO DE DOS MIL 
VEINTISÉIS, hora y día señalados en autos para que tenga verificativo la 

audiencia constitucional en el juicio de amparo  ***************, la Jueza 
Daniela María León Linarte, Titular del Juzgado Cuarto de Distrito en el 
Estado de Hidalgo, asistida del licenciado Gustavo López Maldonado, 

secretario con quien actúa, declaró abierta la misma, sin la asistencia de las 

partes ni de sus autorizados.

Enseguida, el secretario hace relación de las constancias de autos; 

dando lectura a todas las que obran en el presente juicio de amparo.

De igual forma, el secretario certifica: que se encuentra agregado 

en autos, el informe justificado rendido por la autoridad responsable 

siguiente:

Autoridad responsable Sentido Foja
Secretaria General de Acuerdos en funciones 
de Presidenta, del Tribunal de Conciliación y 
Arbitraje en el Estado de Hidalgo, por 
ministerio de ley con residencia en Mineral de 
la Reforma.

Acepta 17
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La jueza acuerda: Téngase por hecha la certificación que antecede 

para los efectos legales procedentes, lo anterior con fundamento en los 

artículos 119, 123 y 124 de la Ley de Amparo1.

PERIODO PROBATORIO. Enseguida, se abre el período probatorio 

y el secretario hace constar que la parte quejosa ofreció copia simple del 

acuse de recibo del escrito signado por  ***** **** *******, dirigido al 

expediente  ******** del índice del Tribunal de Arbitraje del Estado de 

Hidalgo, con sello de recepción de veinte de enero de dos mil veintiséis.

Asimismo, la autoridad responsable Secretaria General de 
Acuerdos en funciones de Presidenta, del Tribunal de Conciliación y 
Arbitraje en el Estado de Hidalgo, por ministerio de ley con 
residencia en Mineral de la Reforma, remitió en apoyo a su informe 

justificado copia certificada del laudo de dieciséis de diciembre de dos mil 

veinticuatro, y sus constancias de notificación, escrito suscrito por ***** 

**** ******* con fecha de recepción veinticinco de febrero de dos mil 

veinticinco; acuse de recibo de diecinueve de marzo de dos mil veinticinco, 

respecto al escrito firmado por ***** *** ****** ******* ******; auto de 

veinticinco de abril de dos mil veinticinco y sus constancias de notificación; 

diligencia de veintiséis de junio de dos mil veinticinco, suscrita por el 

actuario adscrito al tribunal responsable; acuse de recibo del escrito 

suscrito por los actores en el juicio de origen, con sello de recibido de 

veintidós de agosto de dos mil veinticinco; auto de veintiuno de noviembre 

de dos mil veinticinco y sus constancias de notificación; acuse de recibo 

del escrito firmado por los apoderados legales del  ************ ** 

******** ** ******** *******; y auto de dieciséis de diciembre de dos mil 

veinticinco, todos relativos al expediente laboral ******** de su índice.

La jueza acuerda: Se tienen por admitidas y desahogadas, dada su 

propia naturaleza, las pruebas relacionadas en el párrafo que antecede. 

Por lo que, al no existir alguna otra probanza pendiente de 

relacionarse o desahogarse, se cierra el período.

1 En vía de orientación, se cita el criterio de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
publicado en el Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo IV, Primera Parte, Julio a Diciembre de 
1989, página 185, de rubro y texto: “PRUEBAS DOCUMENTALES. SU RELACIÓN EN LA AUDIENCIA 
CONSTITUCIONAL. Para dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 151, primer párrafo de la Ley de Amparo, 
es suficiente que en el acta de la audiencia se señale que se dio lectura a las constancias que obran en autos, para 
que se entienda que las documentales han quedado relacionadas y recibidas en ese acto, sin que sea necesario 
que se haga mención expresa de cada una de ellas.”
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Período de alegatos. Abierto este período, el secretario certifica y 

hace constar que las partes no hicieron manifestación alguna. 

La Jueza acuerda: En términos del artículo 124 de la Ley de 

Amparo, ténganse por precluido el derecho de las partes para formular 

alegatos en el presente expediente, por no haberlo ejercido; por tanto, se 

cierra el presente período. 

Finalmente, al no existir pruebas por acordar o diligencia alguna 

pendiente de desahogo, se tiene por celebrada la audiencia constitucional, 

en términos de la presente acta, la cual, a las trece horas con cincuenta y 

cinco minutos de esta propia fecha, SE CIERRA, por lo que se procede al 

estudio de las constancias relativas, para dictar la sentencia que en derecho 

corresponda. DOY FE.

VISTOS para resolver, los autos del juicio de amparo indirecto 

****/2026-III-B; y,

R E S U L T A N D O.

PRIMERO. Presentación de la demanda. Mediante escrito 

depositado en el Buzón Judicial de la Oficina de Correspondencia Común 

de los Juzgados de Distrito en el Estado de Hidalgo, el dieciocho de junio 

de dos mil veintiséis,  ****** ****** ******** ***** ***** ****** 

******** y *** *** ****** ******* ******* por propio derecho, 

solicitaron el amparo y protección de la Justicia Federal, contra la 

autoridad y acto que señalaron en su escrito inicial de demanda.

SEGUNDO. Derechos constitucionales vulnerados. En su 

demanda, la parte quejosa narró los antecedentes del caso y señaló como 

derechos humanos vulnerados, los reconocidos en los artículos 14, 16 y 

17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

TERCERO. Trámite de la demanda. Por razón de turno le 

correspondió conocer de la demanda de amparo a este Juzgado de 

Distrito, siendo recibida en la Oficialía de Partes de este órgano 

jurisdiccional, el diecinueve de junio de dos mil veintiséis, registrándose 

con el número *****2026-III-B. Por auto de veintidós de junio siguiente, se 

admitió a trámite, se solicitó a la autoridad responsable su informe 

justificado, se dio la intervención que legalmente le compete al agente del 

Ministerio Público de la Federación adscrito, y se fijó fecha y hora para la 
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celebración de la audiencia constitucional, la cual, se llevó a cabo en 

términos del acta que antecede y que forma parte de esta sentencia; y,

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia. Este Juzgado Cuarto de Distrito en el 

Estado de Hidalgo, con residencia en Pachuca de Soto, es constitucional y 

legalmente competente para conocer y resolver el presente juicio de 

derechos, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 103, fracción I, y 

107, fracción VII, de la Constitución Federal; 37 y 107, fracción II, de la Ley 

de Amparo; 1º, fracción VI, y 46 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación; así como, en los Acuerdos Generales 43/2012 y 3/2013 del 

Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, debido a que se reclama en 

amparo indirecto un acto omisivo a una autoridad laboral con residencia 

dentro de la circunscripción territorial en que este Juzgado Federal ejerce  

jurisdicción. 

SEGUNDO. Precisión de los actos reclamados. Con fundamento 

en el artículo 74, fracción I, de la Ley de Amparo y de conformidad con las 

tesis P./J. 40/2000 y P. VI/2004 definidas por el Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, cuyos rubros son: “DEMANDA DE AMPARO. 
DEBE SER INTERPRETADA EN SU INTEGRIDAD.” y “ACTOS 
RECLAMADOS. REGLAS PARA SU FIJACIÓN CLARA Y PRECISA EN 
LA SENTENCIA DE AMPARO.”, localizables en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, Abril de 2000, Materia 

Común, página 32 y Tomo XIX, Abril de 2004, Materia Común, página 255, 

respectivamente, la suscrita juzgadora advierte del análisis integral que se 

realiza a la demanda de amparo y constancias que obran en autos, que la 

quejosa acude a esta instancia a reclamar del Tribunal de Arbitraje en el 

Estado de Hidalgo:

• La omisión del Tribunal de  Arbitraje de dictar el auto de 
ejecución total y material del laudo de  ********* ** 
********* ** *** *** ************, en el expediente laboral 
********.

TERCERO. Existencia de los actos reclamados. La Secretaria 
General de Acuerdos en funciones de Presidenta, del Tribunal de 
Conciliación y Arbitraje en el Estado de Hidalgo, por ministerio de ley 
con residencia en Mineral de la Reforma, aceptó la existencia del acto 

reclamado tal como se advierte de su informe justificado que obra en 

autos.

G
U

ST
A

V
O

 L
O

PE
Z

 M
A

L
D

O
N

A
D

O
706a6620636a6633000000000000000000019760
22/05/27 12:08:39

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN
JUZGADO CUARTO DE DISTRITO EN EL ESTADO DE HIDALGO.                                                                                
PACHUCA DE SOTO, HIDALGO.

5

A

Sirve de apoyo, la jurisprudencia 278 del Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, visible en el Apéndice al Semanario 

Judicial de la Federación 1917-2000, Quinta Época, Tomo VI, Común, 

Jurisprudencia, SCJN, Materia Común, página 231, de rubro: “INFORME 
JUSTIFICADO AFIRMATIVO.”

Certeza que se corrobora con las pruebas documentales remitidas 

por tal autoridad en su informe de ley, descritos al inicio de la audiencia 

constitucional; medios de convicción a los cuales se les reconoce pleno 

valor probatorio, por tener el carácter de documentos públicos en términos 

de los artículos 311, 312 y 344 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles, supletorio a la Ley de Amparo; y en la diversa tesis jurisprudencial 

226 definida por el Pleno del Máximo Tribunal de la Nación, cuyo epígrafe 

es: “DOCUMENTOS PÚBLICOS, CONCEPTO DE, Y VALOR 
PROBATORIO.”, consultable en el Apéndice al Semanario Judicial de la 

Federación 1917-1995, Quinta Época, Tomo VI, Parte SCJN, Materia 

Común, página 153.

CUARTO. Examen constitucional del acto reclamado. No 

existiendo alguna otra causa de improcedencia hecha valer por las partes 

o advertida de oficio por la suscrita juzgadora, se procede al estudio de 

fondo del asunto.

Los conceptos de violación son fundados, aunque para ello deba 

suplirse la deficiencia de la queja, con fundamento en lo establecido en 

el artículo 79, fracción V, de la Ley de Amparo, al ser los quejosos la parte 

actora con el carácter de trabajadores en el juicio de origen*

En efecto, atendiendo al principio de progresividad previsto en el 

artículo 1° de la Constitución General y a los derechos humanos de 

dignidad y seguridad social, la institución procesal de la suplencia de la 

queja deficiente en materia laboral opera en favor de los trabajadores en 

toda su amplitud.

En vía de orientación, se cita la jurisprudencia XI.5o.(III Región) J/7 

(10a.) emitida por el Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 

Auxiliar de la Tercera Región, con Residencia en Morelia, Michoacán, 

visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 

Época, Libro XX, Mayo de 2013 Tomo 2, página 1599, que es del tenor 

siguiente:
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“SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. PROCEDE EN 
FAVOR DEL TRABAJADOR PENSIONADO. De una 
interpretación amplia y razonable de la fracción IV del artículo 
76 Bis de la Ley de Amparo, vigente hasta el 2 de abril de 
2013, generada a través de un ejercicio argumentativo 
concatenado y sólido obligado por el artículo 14 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
integrado por el método de interpretación a partir de los 
principios (de interpretación conforme a la Constitución, de 
equidad y justicia distributiva y donde la ley no distingue el 
juzgador no debe distinguir), el teleológico, el de autoridad, el 
histórico evolutivo, el a fortiori y el de reductio ad absurdum, 
derivados de los criterios gramatical y funcional, se concluye 
que la suplencia de la queja deficiente obligada por la citada 
norma ordinaria, aplica en favor del trabajador pensionado. En 
efecto, al tratarse de un juicio en el que la litis se refiere a la 
cuantificación de la pensión de un trabajador retirado, -
derecho humano de segunda generación- la interpretación 
conforme debe optimizarlo en su favor. Así, la equidad y 
justicia distributiva -que obligan a tratar igual a los iguales y 
desigual a los desiguales- permiten estimar que en la etapa 
de retiro, el trabajador pensionado sigue colocado en 
desventaja y desigualdad respecto de su contraparte -sea el 
patrón o una institución de seguridad social- por lo que debe, 
con mayor razón, seguir siendo sujeto del beneficio de la 
suplencia de la queja deficiente; asimismo, si el legislador no 
distinguió que sólo tratándose de trabajadores en activo 
procedía la suplencia de la queja deficiente, el juzgador no 
debe dar dicho alcance restrictivo a la norma; además, la 
finalidad de la disposición a la que se le da sentido, estriba en 
lograr que el trabajador tenga la misma oportunidad de 
defensa que su contraparte en el juicio de amparo; teleología 
que, en contradictorios sobre concesión o cuantificación de 
haberes pensionarios, subsiste en favor de los trabajadores 
pensionados, dado que su condición de desigualdad no 
desaparece por el solo hecho de serlo y entrar en una etapa 
en la que, incluso, sus condiciones físicas y económicas se 
ven mermadas. Además, en términos del Protocolo Adicional 
a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
"Protocolo de San Salvador" y del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos Sociales y Culturales, el derecho de 
toda persona a disfrutar de una seguridad social que le proteja 
contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que 
le imposibilite física o mentalmente para obtener los medios 
para llevar una vida digna y decorosa, es un principio de 
equidad aplicable entre las partes contendientes en un juicio 
donde estén de por medio los derechos de la clase 
reconocida jurídicamente como más desfavorecida en esa 
relación, pues como así lo estimó la entonces Cuarta Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el 
amparo directo 6524/63, del que derivó la tesis de rubro: 
"SEGURO SOCIAL, LOS TRABAJADORES JUBILADOS 
GOZAN DE LOS BENEFICIOS DEL.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación, Sexta Época, Volumen 
LXXXII, Quinta Parte, página 31, es inexacto que la relación 
de trabajo concluya con la jubilación que se otorga a un 
trabajador; amén de que, históricamente, la suplencia de la 
queja deficiente en materia laboral permite determinar que 
opera en favor de los trabajadores en retiro en toda su 
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amplitud, debido a que si tal institución opera en favor del 
trabajador en activo y de sus beneficiarios, con mayor razón 
debe aplicarse al pensionado, pues de no estimarlo así, se 
llegaría al absurdo de que sólo el trabajador activo es 
destinatario de ella y, en cambio, ya pensionado, sin fuerza 
física para desempeñar la labor y mermado en sus ingresos 
(pues la pensión no comprende todos los conceptos que se 
perciben en activo) y en su salud ya no es merecedor de ese 
beneficio; considerarlo de esa forma, iría contra los derechos 
humanos de dignidad y seguridad social de todo pensionado, 
así como del principio de progresividad previsto en el artículo 
1o. de la Carta Magna.”

Ahora, los solicitantes del amparo, aducen esencialmente en sus 

conceptos de violación que la autoridad responsable es omisa de proveer 

lo relativo al cumplimiento y ejecución del laudo, emitido dentro del 

expediente ******** de su índice.

A fin de dilucidar la motivación y fundamentación que servirá de 

sustento a la anterior calificación, se considera necesario traer a tema la 

parte que interesa del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, que es del tenor siguiente:

“Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí 
misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho.
Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por 
tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos 
y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de 
manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será 
gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas 
judiciales.
(…)
Las leyes federales y locales establecerán los medios 
necesarios para que se garantice la independencia de los 
tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones
(…)”

De tal redacción se advierte el derecho público subjetivo de acceso 

a la impartición de justicia, en el que se consagran los siguientes 

principios:

1. Justicia pronta, que se traduce en la obligación de las 
autoridades encargadas de su impartición, de resolver las 
controversias ante ellas planteadas, dentro de los términos 
y plazos que para tal efecto se establezcan en las leyes;

2. Justicia completa, consistente en que la autoridad que 
conoce del asunto emita pronunciamiento respecto de 
todos y cada uno de los aspectos debatidos, cuyo estudio 
sea necesario; y garantice al gobernado la obtención de 
una resolución en la que, mediante la aplicación de la ley al 
caso concreto, se resuelva si le asiste o no la razón sobre 
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los derechos que le garanticen la tutela jurisdiccional que 
ha solicitado;

3. Justicia imparcial, que significa que la persona juzgadora 
emita una resolución, no sólo apegada a derecho, sino, 
fundamentalmente, que no dé lugar a que pueda 
considerarse que existió favoritismo respecto de alguna de 
las partes o arbitrariedad en su sentido; y,

4. Justicia gratuita, que estriba en que los órganos del 
Estado encargados de su impartición, así como los 
servidores públicos a quienes se les encomienda dicha 
función, no cobrarán a las partes en conflicto emolumento 
alguno por la prestación de ese servicio público.

Así, el citado derecho está encaminado a asegurar que las 

autoridades encargadas de aplicarlo, lo hagan de manera pronta, 

completa, gratuita e imparcial, lo que hace que dichas autoridades se 

encuentren obligadas a su observancia; es decir, en su ámbito de 

competencia tienen la atribución necesaria para dirimir un conflicto 

suscitado entre diversos sujetos de derecho, con independencia de que se 

trate de órganos judiciales, o bien, sólo materialmente jurisdiccionales.

Tiene sustento lo anterior, la tesis 2a. L/2002, emitida por la 

entonces Segunda Sala del Alto Tribunal de Justicia, publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 

XV, Mayo de 2002, página 299, de rubro y texto:

“ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. EL ARTÍCULO 17 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS ESTABLECE DIVERSOS PRINCIPIOS QUE 
INTEGRAN AQUEL DERECHO PÚBLICO SUBJETIVO, A 
CUYA OBSERVANCIA ESTÁN OBLIGADAS LAS 
AUTORIDADES QUE REALIZAN ACTOS 
MATERIALMENTE JURISDICCIONALES. La garantía 
individual o el derecho público subjetivo de acceso a la 
impartición de justicia, consagra a favor de los gobernados los 
siguientes principios: 1. Justicia pronta, que se traduce en la 
obligación de las autoridades encargadas de su impartición, 
de resolver las controversias ante ellas planteadas, dentro de 
los términos y plazos que para tal efecto se establezcan en 
las leyes; 2. Justicia completa, consistente en que la autoridad 
que conoce del asunto emita pronunciamiento respecto de 
todos y cada uno de los aspectos debatidos, cuyo estudio sea 
necesario; y garantice al gobernado la obtención de una 
resolución en la que, mediante la aplicación de la ley al caso 
concreto, se resuelva si le asiste o no la razón sobre los 
derechos que le garanticen la tutela jurisdiccional que ha 
solicitado; 3. Justicia imparcial, que significa que el juzgador 
emita una resolución, no sólo apegada a derecho, sino, 
fundamentalmente, que no dé lugar a que pueda considerarse 
que existió favoritismo respecto de alguna de las partes o 
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arbitrariedad en su sentido; y 4. Justicia gratuita, que estriba 
en que los órganos del Estado encargados de su impartición, 
así como los servidores públicos a quienes se les encomienda 
dicha función, no cobrarán a las partes en conflicto 
emolumento alguno por la prestación de ese servicio público. 
Ahora bien, si dicha garantía está encaminada a asegurar que 
las autoridades encargadas de aplicarla, lo hagan de manera 
pronta, completa, gratuita e imparcial, es claro que las 
autoridades que se encuentran obligadas a la observancia de 
la totalidad de los derechos que la integran son todas aquellas 
que realizan actos materialmente jurisdiccionales, es decir, las 
que en su ámbito de competencia tienen la atribución 
necesaria para dirimir un conflicto suscitado entre diversos 
sujetos de derecho, con independencia de que se trate de 
órganos judiciales, o bien, sólo materialmente 
jurisdiccionales.”

Por su parte, el séptimo párrafo del mismo dispositivo establece el 

principio de plena ejecución o de ejecutoriedad de las sentencias, como 

parte esencial de una tutela judicial efectiva, conforme al cual las 

resoluciones dictadas por los órganos formal o materialmente 

jurisdiccionales del Estado mexicano deben ejecutarse en los términos y 

condiciones que se determinaron en las mismas, obligación a la que por 

regla general nadie puede eximirse alegando alguna circunstancia ajena a 

la litis.

Por tanto, el derecho a la administración de la justicia no se agota 

con el mero acceso a los órganos encargados de la función jurisdiccional 

ni finaliza con el dictado de una determinación que resuelva la litis, sino 

que exige también que el fallo se cumpla, como fin último del proceso.

Así, todos los sujetos, sean de carácter público o privado, tienen la 

obligación de cumplir las resoluciones jurisdiccionales firmes, en virtud de 

que constituyen cosa juzgada, lo que las convierte en una norma jurídica 

individualizada y su cumplimiento no puede quedar sometida a la voluntad 

de la parte demandada.

Lo anterior es así, pues el acceso a la justicia se haría nugatorio si 

las ejecutorias no fueran acatadas tampoco de manera pronta y expedita, 

por quien se encuentra obligado a ello y por tanto, el objeto de la función 

jurisdiccional carecería de sentido alguno, mismo que consiste, 

precisamente, en resolver las controversias entre los particulares o entre 

éstos y los órganos públicos y más cuando quien obtiene resolución 

favorable a sus intereses, no puede obtener el cumplimiento de la misma 

por omisión o retardo ya sea por parte de la autoridad jurisdiccional o de la 

parte obligada a ello.
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En ese sentido, la exigencia de que la impartición de justicia se 

efectúe de manera pronta, completa, imparcial y gratuita, implica a su vez 

la plena ejecución de las sentencias.

Se invoca como sustento de lo apuntado, el criterio jurisprudencial 

2a./J. 1/2012 (10a.), emitido por la entonces Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, localizable en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Febrero de 2012, Tomo 

2, página 894, de rubro y texto siguientes:

“DEPENDENCIAS PÚBLICAS Y SUS AUXILIARES, 
DEMANDADAS ANTE UN TRIBUNAL CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. SON AUTORIDADES RESPONSABLES 
PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN 
EL QUE SE CONTROVIERTE EL INCUMPLIMIENTO DE 
UNA SENTENCIA DE NULIDAD. En atención a que de una 
sentencia firme derivada de un juicio contencioso 
administrativo surge un derecho subjetivo para el actor 
(gobernado) y la obligación correlativa para el demandado 
(autoridad) es claro que el incumplimiento de ésta permite la 
incoación del procedimiento para hacer cumplir la sentencia 
ejecutoriada dictada en el juicio en que se hubiese declarado 
la invalidez del acto controvertido mediante el medio de 
defensa legal previsto por la ley que rige el acto para lograr el 
cumplimiento de aquella determinación. Por lo que, si a pesar 
de ello, no se cumple la sentencia, es claro que aquél puede 
acudir al juicio de amparo, porque tal omisión se traduce en 
una violación al derecho de acceso a la justicia contenido en 
el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, al significar un obstáculo al derecho fundamental 
de pedir justicia o de obtener la ejecución de una sentencia 
anulatoria. Consecuentemente, las dependencias públicas y 
sus auxiliares, demandadas ante un Tribunal Contencioso 
Administrativo, son autoridades responsables para efectos del 
juicio de amparo indirecto en el que se controvierte la omisión 
en el cumplimiento de la sentencia de nulidad dictada por 
aquél y, por ende, no se actualiza la causal de improcedencia 
prevista en el artículo 73, fracción XVIII, en relación con los 
artículos 1o., fracción I y 11 de la Ley de Amparo, porque a 
pesar de que la autoridad haya figurado como demandada en 
el juicio de origen ello no transforma la relación de supra a 
subordinación que los órganos del Estado guardan con los 
gobernados en una relación de coordinación, porque no 
pierden su calidad de autoridad y gobernado.”

De igual manera, sirve de sustento, la tesis aislada I.7o.A.20 K, 

emitido por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Primer Circuito, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Novena Época, Tomo X, Agosto de 1999, página 799, que 

establece:

G
U

ST
A

V
O

 L
O

PE
Z

 M
A

L
D

O
N

A
D

O
706a6620636a6633000000000000000000019760
22/05/27 12:08:39

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN
JUZGADO CUARTO DE DISTRITO EN EL ESTADO DE HIDALGO.                                                                                
PACHUCA DE SOTO, HIDALGO.

11

A

“SENTENCIAS. SU CUMPLIMIENTO ES INELUDIBLE. De 
acuerdo al contenido del artículo 17 constitucional, es una 
garantía la plena ejecución de las resoluciones que dicten los 
tribunales; en razón de ello, quien queda constreñido al 
acatamiento de una sentencia no puede pretender eximirse de 
esa obligación alegando alguna circunstancia ajena a la litis.”

Por otra parte, los artículos 139, 140, 141 y 142 de la Ley de los 

Trabajadores al Servicio de los Gobiernos Estatal y Municipales así como 

de los Organismos Descentralizados del Estado de Hidalgo, aplicables al 

expediente laboral del que deriva el acto reclamado, establecen lo 

siguiente:

“Artículo 139. El Tribunal para hacer cumplir sus 
determinaciones, podrá imponer multas hasta de veinte veces 
el salario mínimo general vigente en el municipio de Pachuca, 
en la fecha de la resolución. 

Artículo 140. Las multas se harán efectivas por la autoridad 
fiscal del Estado en el lugar de prestación del trabajo o en el 
domicilio de la persona a quien se le hubiere impuesto, para lo 
cual el Tribunal girará el oficio correspondiente. La Tesorería 
informará al Tribunal de haber hecho efectiva la multa, 
señalando los datos relativos que acrediten su cobro. 

Artículo 141. El Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje 
tiene la obligación de proveer a la eficaz e inmediata 
ejecución de los laudos y, a ese efecto, dictará todas las 
medidas necesarias en la forma y términos que a su juicio 
sean procedentes. 

Artículo 142. Cuando se pida la ejecución de un laudo, el 
Tribunal despachará auto de ejecución y comisionará a un 
actuario para que, asociado de la parte que obtuvo, se 
constituya en el domicilio de la demandada y la requiera para 
que cumpla la resolución, apercibiéndola que, de no hacerlo, 
se procederá conforme a lo dispuesto en el artículo anterior.”

De los preceptos legales transcritos, se advierte que el Tribunal 

Estatal de Conciliación y Arbitraje, tiene la obligación de proveer a la 

eficaz e inmediata ejecución de sus resoluciones, y a ese efecto, dictará 

todas las medidas de apremio que sean necesarias para que la ejecución 

sea pronta y expedita.

Acotado el marco normativo, se tiene que, en el caso, el Tribunal de 

Arbitraje en el Estado de Hidalgo, dictó laudo en el juicio burocrático 

********, de su índice, en el que condenó a la parte demandada, 

************ ************** ** ******** ** ******** *******, a 

pagar diversas prestaciones a la parte actora  ****** ****** ******** 

***** ***** ****** ******** y *** *** ****** ******* ******; no 

obstante, la autoridad responsable en su informe justificado refiere que a 
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la fecha no ha continuado con las gestiones para lograr la total 
ejecución del laudo, dada la carga de trabajo con la que cuenta.

En efecto, de las constancias que se adjuntaron al informe citado, 

se advierte que, la parte quejosa solicitó mediante escrito de veinte de 

enero de dos mil veintiséis, se continuara con el procedimiento de 

ejecución del laudo; sin que a la fecha en que se resuelve, se advierta 

diversa actuación en el procedimiento laboral tendente a su ejecución.

En consecuencia, se advierte, que a la fecha en que se actúa, no 

existe noticia de que se haya verificado alguna actuación tendente a 

ejecutar y dar cumplimiento al laudo firme emitido en el juicio burocrático 

********, del índice del tribunal responsable, el cual fue dictado desde 

dieciséis de diciembre de dos mil veinticuatro; más aún, que entre el 

escrito de veinte de enero de dos mil veintiséis, de solicitud de ejecución 

de laudo y la data de celebración de esta audiencia, no hay alguna 

actuación diversa por parte de la autoridad responsable, tendente a 

continuar con la ejecución del mencionado conflicto laboral.

Con ello, queda demostrado que la responsable ha sido omisa en 

llevar a cabo el procedimiento de ejecución, respecto de las prestaciones 

económicas que se deben pagar a la parte beneficiaria de la vencedora en 

el controvertido de origen; ya que no ha emitido el auto por el cual se 

requiera a la parte demandada el cumplimiento total a laudo, imponiendo 

las medidas eficaces que considera oportuno, como el embargo de bienes, 

para hacer efectiva la condena, ni se ha efectuado la reinstalación 

ordenada en el laudo de origen.

En efecto, en virtud de que la condena que no ha quedado 
satisfecha consistente en el pago de prestaciones económicas, la 

emisión de un auto de ejecución con efectos de mandamiento en forma, 

se considera un medio idóneo y proporcional para forzar el cumplimiento, 

ya que implica la intimación de pago a la autoridad condenada mediante 

laudo firme y, en su defecto, el embargo de bienes o derechos suficientes 

para cubrirla.

QUINTO. Efectos de la concesión del amparo. En consecuencia, 

la omisión de la autoridad responsable de dictar medidas idóneas, 

necesarias y proporcionales, para lograr la ejecución de continuar con la 

ejecución del laudo emitido en el expediente  ******** de origen, 

constituyen una violación al derecho fundamental de acceso a la justicia; 
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por tanto, se concede el amparo y protección de la Justicia Federal a 

****** ****** ******** ***** ***** ****** ******** y *** *** ****** 

******* ******* para el efecto de que el Tribunal de Arbitraje en el 

Estado de Hidalgo, una vez que cause ejecutoria la presente sentencia:

• Dicte las medidas necesarias, idóneas y proporcionales para 
ejecutar el laudo emitido en el juicio burocrático ********, y 
en su caso se emita el auto de ejecución con efectos de 
mandamiento en forma, para lo cual deberá actuar incluso 
observando el principio de oficiosidad; con lo cual quedará 
cumplida la ejecutoria de que se trata.

Se considera importante destacar, que no constituye obstáculo para 

resolver de la forma en que se hace, que en el presente asunto no se haya 

ordenado el emplazamiento de la parte a la cual le recae el carácter de 

tercera interesada, como tampoco transcurrido en su totalidad el plazo de 

ocho días para que las partes se impongan del contenido del informe 

justificado rendido por el tribunal responsable. 

Se afirma lo anterior, en virtud de que esperar a tales circunstancias 

y diferir la audiencia constitucional por dichos motivos, a ningún fin práctico 

conduciría, pues dada la naturaleza del acto reclamado, no se advierte que 

la parte a la que le asistiera dicha calidad de tercera interesada pudiera 

tener un interés contrario a la parte aquí quejosa, aunado a que el sentido 

de esta sentencia ningún perjuicio le origina, y contrariamente, sí se le 

ocasionaría a la parte justiciable, dado que se produciría una dilación en el 

pronunciamiento del asunto, que vulneraría su derecho fundamental de 

impartición de justicia pronta consagrado por el artículo 17 Constitucional, 

porque el hecho de que se esperara a que se emplazara a juicio a aquélla 

y, asimismo, transcurriera el citado plazo, no cambiaría el criterio sostenido 

en esta resolución.

Resulta ilustrativa sobre el particular, la tesis I.1o.A.E.17 K 

sustentada por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito en Materia 

Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y 

Telecomunicaciones, con residencia en el Distrito Federal y jurisdicción en 

toda la República, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, Décima Época, Libro 11, Tomo III, Octubre de 2014, página 

2965, que a la letra establece: 

“TERCERO INTERESADO EN EL JUICIO DE AMPARO. EL 
ELEMENTO QUE LO CARACTERIZA ES UN INTERÉS 
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CONTRARIO AL DEL QUEJOSO (LEGISLACIÓN VIGENTE A 
PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013). La similitud que existe entre 
la Ley de Amparo abrogada y la actual, por cuanto a la literalidad 
de sus respectivos artículos 5o., fracción III, lleva a sostener -en 
congruencia con la jurisprudencia de la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: ‘TERCERO 
PERJUDICADO. QUIÉNES TIENEN ESTE CARÁCTER EN EL 
AMPARO ADMINISTRATIVO.’, publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación, Séptima Época, Volumen 6, Tercera Parte, 
página 131- que los supuestos definidos en el precepto vigente a 
partir del 3 de abril de 2013, no agotan todos los casos en que 
debe reconocerse a una persona la calidad de tercero interesado, 
los cuales se caracterizan por un elemento común, consistente en 
que cada uno encierra un interés contrario al del quejoso; de ahí 
que para ubicar en ellos un nuevo y/o distinto supuesto, éste 
necesariamente deberá presentar dicha particularidad, al ser ésta 
el rasgo que unifica los casos expresamente puntualizados por el 
legislador y, por ende, el que identifica la figura que regula la 
porción normativa referida.”

Así como, la tesis jurisprudencial VI. T. J/1 (10ª.) del  Tribunal 

Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época,  Libro 

VIII, Tomo 2, Mayo de 2012, página 1751, que dispone:

“TERCERO PERJUDICADO. SI LOS EFECTOS DE LA 
SENTENCIA PROTECTORA SE LIMITAN A AMPARAR AL 
QUEJOSO PARA QUE LA RESPONSABLE REALICE 
DETERMINADOS ACTOS PROCESALES Y DICTE 
RESOLUCIÓN DEFINITIVA, AQUÉL CARECE DE 
LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER EL RECURSO DE 
REVISIÓN, PUES ELLO NO LE CAUSA PERJUICIO (ALCANCE 
DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 90/2010). La Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 1a./J. 
90/2010, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, enero de 2011, página 448, 
de rubro: ‘TERCERO PERJUDICADO. CUANDO SE RECLAMEN 
VIOLACIONES AL DERECHO DE PETICIÓN O A LOS 
PRINCIPIOS DE PLENITUD Y EXPEDITEZ EN LA 
ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, EXISTE SI EL ACTO 
RECLAMADO DERIVA DE UN JUICIO O PROCEDIMIENTO 
SEGUIDO EN FORMA DE JUICIO.’, determinó que la figura del 
tercero perjudicado en el juicio de garantías tiene su génesis en el 
artículo 5o. de la Ley de Amparo, numeral que instituye a la citada 
parte procesal en su fracción III y, particularmente, en su inciso a) 
designa como tal a la contraparte del agraviado cuando el acto 
reclamado emana de un juicio o controversia que no sea del orden 
penal; así también, sostuvo que la mencionada figura jurídica no 
puede dejar de existir en función de la naturaleza de los actos que 
se impugnen, aun cuando se trate de violaciones a la garantía de 
justicia pronta y expedita, por lo que será suficiente con que se 
haya tenido un interés contrario al del agraviado en el juicio de 
primer orden para que, por ese solo hecho, se adquiera el carácter 
de tercero perjudicado en la vía constitucional. Lo anterior permite 
determinar el alcance de la jurisprudencia en cita, habida cuenta 
que si la razón por la que debe llamarse al tercero perjudicado al 
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juicio de garantías obedece a que tuvo un interés contrario al del 
quejoso en el juicio natural, entonces el requisito para que dicho 
tercero pueda promover el recurso de revisión debe ser que en la 
sentencia de amparo prevalezca ese interés antagónico o que se le 
produzca una afectación directa e inmediata. Ello es así, en virtud 
de que los artículos 107, fracción I, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, y 4o. de la Ley de Amparo, 
establecen el principio de instancia de parte agraviada, premisa 
que a su vez se hace extensiva al recurso de revisión, pues de los 
artículos 83, fracción IV y 88 de la citada ley, se advierte 
implícitamente la necesidad de que la sentencia de amparo irrogue 
alguna lesión a los derechos del inconforme a fin de que éste se 
encuentre en posibilidad de impugnar esa afectación; por tanto, 
cuando los efectos de la sentencia protectora se limitan a 
amparar al quejoso para que el tribunal o la Junta responsable 
realice determinados actos procesales y dicte la resolución 
definitiva, ello incide exclusivamente en la autoridad 
responsable, por lo que al no prevalecer el interés contrario 
del tercero perjudicado, éste carece de legitimación para 
interponer el recurso de revisión y, por tanto, procede 
desechar el citado medio de defensa.”

Finalmente, se precisa que si bien algunas de las jurisprudencias y 

tesis invocadas en la presente sentencia fueron integradas durante la 

vigencia de la Ley de Amparo anterior; sin embargo, en el caso resultan 

aplicables, dado que no se oponen al texto del actual ordenamiento en la 

materia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo sexto transitorio de 

este último.

SEXTO. Expedición de copias. Expídase a las partes, copia de la 

presente sentencia, misma que obra en el Sistema Integral de 

Seguimiento de Expedientes y que contiene la evidencia criptografía de la 

Jueza y Secretario que autorizaron dicha determinación y ténganse como 

sus autorizados para recibirlas a las personas que haya designado cada 

parte, previa identificación y recibo que se deje en autos para debida 

constancia.

Aunado a lo anterior, dígase a las partes que la expedición de 

copias será únicamente respecto a un tanto de las constancias 

solicitadas; sin embargo, en caso de que se solicite más de un juego, 

deberán exponer las razones que justifiquen tal solicitud.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis 1a. /J. 20/2017, sustentada 

por la extinta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia del Nación, 

publicada en la página 308, Tomo I, Mayo de dos mil diecisiete, Décima 

Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, con registro 

digital 2014287, de rubro siguiente: “COPIA CERTIFICADA DE 
CONSTANCIAS O DOCUMENTOS QUE OBREN EN AUTOS. EL 
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ARTÍCULO 278 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES NO RESTRINGE SU EXPEDICIÓN A UN SOLO JUEGO”.

Además, indíquese a las partes que pueden obtener copia de las 

constancias que obren en el expediente electrónico, en términos del 

artículo 39, párrafo segundo, del Acuerdo General del Pleno del Órgano 

de Administración Judicial que regula la integración y trámite del 

expediente electrónico y el uso de videoconferencias en todos los asuntos 

competencia de los órganos jurisdiccionales a cargo del Órgano, que 

establece: "Las personas autorizadas para consultar un expediente 

electrónico en los asuntos de la competencia del PJF podrán descargar 

en sus equipos de cómputo copia de las constancias que obren en aquél. 

Cuando éstas incluyan la evidencia criptográfica, se considerarán como 

copias certificadas electrónicamente."

SÉPTIMO. Transparencia y Acceso a la Información Pública.  
Finalmente, suprímase en la versión pública que se realice, la información 

considerada como reservada o confidencial, así como los datos sensibles 

que pudieran contener las sentencias, resoluciones y demás constancias 

que obren en el expediente, con fundamento en los artículos 6º, apartado 

A, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

1°, 6, 11, 69, fracción II, 105, 109, 115 y 119 de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, difundida en el Diario 

Oficial de la Federación el veinte de marzo de dos mil veinticinco.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 73, 74, 75, 76, 

77 y demás aplicables de la Ley de Amparo; se,

R E S U E L V E.

ÚNICO. La JUSTICIA DE LA UNIÓN AMPARA Y PROTEGE a 
****** ****** ******** ***** ***** ****** ******** y *** *** ****** 

******* ******* contra el acto reclamado y autoridad responsable 

precisados en los considerandos segundo y tercero de la presente 

sentencia, por las consideraciones expuestas en el considerando cuarto, 

para los efectos precisados en el diverso quinto de la misma.

Notifíquese.
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PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN
JUZGADO CUARTO DE DISTRITO EN EL ESTADO DE HIDALGO.                                                                                
PACHUCA DE SOTO, HIDALGO.
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A

Así lo resolvió y firma electrónicamente2 la Jueza Daniela María 
León Linarte, Titular del Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado de 

Hidalgo, con residencia en Pachuca de Soto, quien actúa asistida del 

Secretario Gustavo López Maldonado, que autoriza y da fe. DOY FE.

Maureen

La suscrita persona Secretaria, certifico: En cumplimiento a lo establecido en el artículo 28, 
del Acuerdo General del Pleno del Órgano de Administración Judicial que regula la integración y 
trámite del expediente electrónico y el uso de videoconferencias en todos los asuntos competencia 
de los órganos jurisdiccionales a cargo del Órgano, que la hora de la evidencia criptográfica en la 
firma electrónica de las intervinientes no coincide con la hora de cierre de la audiencia 
constitucional, dado que se procedió a emitir la sentencia correspondiente (en la misma fecha). Doy 
fe.

En el mismo lugar y fecha en que se actúa, se hace constar que bajo nuestra responsabilidad la audiencia constitucional y 

sentencia que obran físicamente, coinciden con el expediente electrónico que se generó a través de WordSISE; asimismo se 

generó (aron) el (los) oficio (s) correspondiente (s) 23405.

2 De conformidad con lo dispuesto en los artículos 5 y 10 del Acuerdo General 12/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal.
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EVIDENCIA CRIPTOGRÁFICA - TRANSACCIÓN

Archivo Firmado:

161492607_1273000042000001007.p7m

Autoridad Certificadora:

Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Firmante(s): 2

FIRMANTE
Nombre: GUSTAVO LOPEZ MALDONADO Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.97.60 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

22/07/26 19:48:13 - 22/07/26 13:48:13 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

26 bc aa 0e 3e 26 80 ee bb c0 f2 35 6b af 80 b3
cc 63 c9 61 80 cd 65 6d b8 fd 8e 81 71 bc 08 2e
98 71 47 f4 bc 9a 83 20 6d c7 9d b8 c3 a3 e7 99
a6 fe ad 34 94 44 e8 1d 06 98 48 42 fa 69 d3 10
d4 b4 71 e8 7d bf 8b 64 d5 92 aa 9c 2b 46 06 76
97 bc 62 38 05 88 4d 72 58 74 c9 13 7c 9a 1f d3
31 a5 ac 9f 6f 3a 59 ba 2b e7 99 f9 b7 d6 de 6e
02 10 b6 ae a1 1e 7a 67 07 54 1b b6 34 61 ab 8a
66 6b d3 a2 9d da 16 95 25 50 2e 5a 38 76 7d fe
64 fa 41 6c dd a0 44 c5 b7 24 78 11 3d 4f fc 35
47 a6 84 8b 9a 80 fd fc c0 fc e3 f2 f7 d5 7f f7
b2 7b f9 c5 02 ea b4 46 09 a7 50 40 0a a6 04 a5
aa c4 47 5c dd cc 06 2c a4 33 37 06 ca 4b 9b e8
7a a7 5e f8 77 53 88 21 ba 72 70 7b 25 b3 f6 fa
bc 11 72 ba 50 1d 67 87 fd 96 d9 6f 4d 35 5d d4
0f ed ca 59 88 c4 ca 4d 53 24 e0 e7 34 66 ca 90
02 aa e2 78 13 09 e5 69 02 e4 43 67 3a 68 4d 80
66 46 3b 62 35 bb 22 3c b3 f6 3a 75 9d 2d 76 12
76 e9 ee e5 34 19 fa 9b 5c 95 25 a0 95 d2 8b 01
4c 76 59 a7 91 64 c6 e0 99 c4 36 f3 56 14 09 9b
d2 4a d7 f7 98 2d dd c2 bb 00 02 45 66 f8 55 75
79 e8 f8 16 86 8a 65 9f f4 f9 96 8d 0c f3 af bc
5a 64 1e 4b f2 72 e5 07 72 c8 d2 3a af 9a 5e b1
9b f0 03 6b 9a 00 39 a0 ac 7a 1c d2 15 6c 97 a5

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 22/07/26 19:48:13 - 22/07/26 13:48:13

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.97.60

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 22/07/26 19:48:13 - 22/07/26 13:48:13

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 184381291

Datos estampillados: W78vP2lOkJP8D1F6ur6thgCMUDw=
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FIRMANTE
Nombre: DANIELA MARIA LEON LINARTE Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.83.06 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

22/07/26 20:42:14 - 22/07/26 14:42:14 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

10 16 77 36 47 4d 2c 7f d9 9d 12 7f a1 a6 98 24
1f 6a c0 8e 32 77 3e 03 c5 5b 15 e9 8e 37 b8 e5
4e ef 13 e1 55 32 09 1a 10 b6 d3 74 5b a2 13 3a
90 f5 a1 30 73 7b ef 4c cd 2e 9f 94 40 cb c8 1c
48 c4 07 e8 1d 20 da ed c8 26 40 d5 1a e2 66 6d
45 93 ea 91 d1 fc b3 ac 55 f5 b8 9e 96 90 e9 bd
26 41 17 ff 34 8c 79 bb a0 d8 89 fa 75 09 52 5a
05 ff bb d5 a1 6f f0 99 87 53 be f8 af 8e ee 28
7f e6 4f 9f 23 20 d1 9f 7a 3f 2e a4 9a 8f 05 f2
18 e9 38 b7 4f a7 3f b9 02 d7 e7 14 91 fd 98 c3
7f 09 29 ff ad 31 ce fe a3 39 2d ea b3 be 7f a2
ae 42 0b af c8 cb 59 a6 18 53 13 df ee 26 96 62
ae 92 a8 23 7c 0d 6a fb 94 20 28 5b d1 e7 ea a6
22 49 7f 9d f6 f1 02 7e a9 da e0 34 eb d9 58 38
b4 c1 33 db b3 9a 90 43 23 00 6b 7a 4d b8 16 50
c9 60 f1 37 9a 83 c3 ff 5b c1 ab d4 af 8e 72 4c
3c f7 70 2b dc ae f2 6a c1 fe 0f 84 a8 25 92 c9
46 e8 34 2d 7b 4d b8 fe 10 dd 26 e6 81 5d e3 be
8d c9 57 38 c9 42 df 3b ba d8 01 0c 3b 1e 2d cd
ea 09 38 26 cb f4 fd 00 33 fa 62 19 f3 69 f1 7e
41 93 58 91 3c 4e 84 85 85 d4 aa 79 1a 20 29 6f
08 2c 19 87 b9 ab 5b 18 a4 ca 51 a0 2d 47 99 83
98 15 cd 60 dc 2a f3 cb 10 e7 fd 2a 46 11 1d 27
83 67 dc d7 d9 58 78 10 e7 42 cb b6 46 7f 3f b2

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 22/07/26 20:42:15 - 22/07/26 14:42:15

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.83.06

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 22/07/26 20:42:15 - 22/07/26 14:42:15

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 184413460

Datos estampillados: SsN4tQPY1byYlcAIw/NGwb2Qhik=
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aEl veintidos de julio de dos mil veintiseis, el licenciado Gustavo López

Maldonado, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Cuarto de Distrito
en el Estado de Hidalgo, con residencia en Pachuca, hago constar y certifico
que en esta versión pública no existe información clasificada como
confidencial o reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y
Acceso a la Información Pública. Conste.


